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1.10.1. Introducción
El abordaje de la realidad migratoria en nuestra Comunidad Autónoma durante el pasado año 2020 viene 

marcado, al igual que el resto de cuestiones relevantes, por la incidencia de la Covid-19, que supera la primera 
ola de la pandemia.

El cierre de fronteras y las restricciones a la movilidad impuesta a nivel mundial para evitar la propagación 
de contagios ha tenido una especial relevancia en los flujos migratorios. Así se ha constatado que la llegada 
de personas migrantes en situación irregular ha sido sensiblemente inferior a las reportadas en 2019.

Junto a ello, indicamos en el Informe Anual de 2019, la presión en el control de las fronteras marroquíes está 
llevando a las mafias a explotar de nuevo la ruta atlántica, empujando a sus víctimas a travesías más largas y 
por ende más peligrosas.

En los últimos meses de 2020 en el archipiélago canario, según constata el Ministerio del Interior en sus 
últimas estadísticas, el número de migrantes llegados a las islas ascendió a 23.023 personas, un 756% más 
que en 2019, siendo muy inferior el número registrado en las costas andaluzas.

La llegada de migrantes a las costas de Almería y Granada durante los meses de verano estuvieron marcadas 
por las incidencias relacionadas con la acogida de sus ocupantes en el contexto de las medidas sanitarias y de 
control vinculadas a la Covid-19. Cuestiones que ya fueron objeto de análisis en nuestro informe extraordinario 
Derechos de la Ciudadanía durante la Covid-19. Primera ola de la pandemia, situación que persiste durante 
la segunda y tercera ola de la pandemia.

Si bien cuestiones como la entrada, estancia o la residencia de extranjeros son competencias de carácter 
estatal, reguladas en el art.149.1.2 de nuestra Constitución, aspectos tan relevantes como el acceso a la salud, 
a la educación o a las prestaciones orientadas a cubrir sus necesidades y garantizar su inclusión en nuestra 
sociedad, son competencias autonómicas e incluso de la administración local.

Es por ello, por lo que desde esta Defensoría se han llevado a cabo actuaciones orientadas a evaluar las 
condiciones de acogida de quienes llegaron a nuestra región como estación de paso o con la intención de 
establecerse en nuestra región.

Detallaremos a continuación tanto los expedientes de queja promovidos a instancia de los interesados como 
aquellos en los que, en ejercicio de las facultades y atribuciones que le confieren el artículo 10.1, de la Ley 
9/1983, de 1 de diciembre, reguladora de la Institución se iniciaron de oficio.

1.10.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
En 2020 se han remitido a esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz numerosos expedientes de queja 

en los que se solicitaba nuestra intervención ante situaciones en las que se conculcaban los derechos del 
colectivo migrante.

1.10.2.1. Sistema de primera acogida y atención a los migrantes llegados por vía 
marítima

En este aspecto, las situaciones denunciadas se refieren a las incidencias relacionadas con las medidas de 
control impuestas por la autoridad sanitaria por la Covid-19, que como antes exponíamos trascienden a la 
primera ola de la pandemia.

Las discrepancias entre la Administración Estatal y Autonómica respecto a los criterios de seguimiento y 
control de los recién llegados, la falta de espacios adecuados para el aislamiento de los posibles casos positivos 
y de sus contactos estrechos o la falta de recursos, motivaron la apertura de diversos expedientes de queja.

En la queja 20/6518, denunciaron las carencias en la asistencia jurídica facilitada a los migrantes recién 
llegados por costa a Granada y trasladados al Centro de Atención Temporal de Extranjeros (CATE) de Motril, 
donde los letrados del turno de oficio del Colegio de Abogados de Granada les prestaban asesoramiento 
de forma telefónica, habiéndose detectado graves deficiencias en el servicio de información del profesional 
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designado a los representados. Adjuntaban al escrito acuerdo de devolución de uno de los afectados sin la 
firma del letrado o letrada del turno.

Ante esta situación y en tanto que el promotor del expediente de queja denunciaba que no se cumplía con 
lo establecido en el protocolo de actuación letrada en materia de Extranjería, elaborado por la Subcomisión 
de Extranjería y Protección Internacional del Consejo General de la Abogacía, solicitamos informe al Colegio 
de Abogados de Granada que, atendiendo a nuestra petición nos remitió su respuesta detallando las medidas 
adoptadas:

“La asistencia letrada, y dada las actuales circunstancias de pandemia, y las deficientes instalaciones 
del CATE de Motril (en innumerables ocasiones denunciadas por este Colegio) sin ventilación, sin 
medidas de protección, sin Equipos de Protección disponibles, con una nula información de si 
el inmigrante es o no positivo en Covid, y para evitar poner en riesgo la salud de los que deben 
de desplazarse en tales circunstancias, se decidió dar la posibilidad a los Letrados de realizar 
las entrevistas individuales de forma telefónica, o presencial, y provisionalmente hasta que las 
instalaciones reuniesen unas mínimas garantías sanitarias para la asistencia y seguridad de los 
profesionales que acuden.

En todo caso, estamos atentos a que con este sistema de asistencia telefónica se garantizan los 
derechos de nuestros representados.

El día 25 de septiembre del presente año se celebró reunión donde participó este Decano, la 
Subdelegada del Gobierno, el Comisario de Policía de la provincia, el Jefe de las Dependencias de 
Trabajo e Inmigración y la Presidenta del Grupo de Extranjería de nuestro Colegio de Abogados. 
En la citada reunión expusimos los problemas a los que se estaban enfrentando nuestros letrados/
as, en las asistencias letradas realizadas en el CATE de Motril, entre otras la ausencia de medidas 
de protección, ausencia de información de la situación sanitaria de los migrantes, y las deficiencias 
de las instalaciones.

La respuesta a nuestras quejas fue la de poner en funcionamiento la asistencia telefónica, y en un 
breve plazo, por videoconferencia.

A partir de este momento, se comunicó a los letrados/as el nuevo Protocolo que detallo, y a elección 
del letrado, que podía asistir presencialmente:

• Una vez recibida por el letrado de guardia la llamada para asistir a los inmigrantes, éstos se ponían 
telefónicamente en contacto con la Brigada Local de Extranjería y Fronteras de la Comisaría de 
Policía Motril, a quienes trasladaban sus datos: nombre y apellidos del letrado, número de colegiado, 
teléfono y correo electrónico.

• La Brigada de Extranjería enviaba un correo al letrado con los datos personales de los inmigrantes 
que debía asistir, nombre, sexo, nacionalidad, fecha de nacimiento, país de origen, idioma que habla, 
y número de NIE. Así como el teléfono al que debía llamar el letrado para realizar las entrevistas 
telefónicamente. Y la hora a la que debía hacerlo.

• Las entrevistas se realizaban con la asistencia del intérprete, quien traducía las preguntas y las 
contestaciones de los inmigrantes, y a su vez, el letrado le facilitaba su número de teléfono, y le pedía 
los datos a éste, incluido su número de teléfono, si lo tenía, para poder contactar con él, e informarle 
sobre las posteriores fases de su defensa, y que una vez se interpusiese el recurso contencioso 
administrativo, se otorgase poder de representación.

• Con posterioridad a la entrevista la Brigada de Extranjería le remitía al letrado el Acuerdo de 
Devolución para que éste firmase la notificación, y la devolviese firmada por correo.

Se comprobaba que en la resolución constase su nombre y número de teléfono, en caso contrario 
era el propio abogado quien incluía este dato.

No se firma ningún documento hasta que el propio Letrado/a firma en primer lugar la resolución.
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• El día 30 de septiembre se realiza nuevo protocolo que modifica el anterior, en cuanto a que el letrado 
acude presencialmente a la Comisaría de Motril, donde firma la notificación del Acuerdo de Devolución, 
y comprueba que conste su nombre y teléfono, y posteriormente la Brigada de Extranjería le remite 
el Acuerdo, con la notificación y firma del inmigrante y del intérprete.

Todos los Letrados y Letradas de este Colegio, saben y han recibido formación precisa desde 
el Grupo de Extranjería en Talleres que se repiten anualmente sobre el Protocolo de actuación 
y en todas las asistencias que se prestan, se facilita no sólo el teléfono y datos de contacto 
del Letrado sino un correo electrónico con el fin de facilitar la relación.

La obligatoriedad de entregar a los inmigrantes nuestros datos de contacto tiene el objeto de 
garantizar que las asistencias se lleven a cabo correctamente.(...)

Este Colegio incluso ha solicitado a la 
Junta de Andalucía, para salvaguardar el 
derecho de los menores no acompañados, 
se cree un Turno de Oficio de Menores no 
acompañados, sin que hasta el momento 
haya recibido respuesta.

Es conocida la implicación de nuestro 
Colegio, como puede corroborarse por 
la propia Junta de Andalucía, Brigada 
de Extranjería, Oficina de Extranjería de 
Granada, y Subdelegación de Gobierno, en 
la mejora de las condiciones deplorables del 
CATE de Motril, así las asistencias letradas 
individualizadas, y con todas las garantías 
(...)

Constatamos así los esfuerzos de este Colegio para, en colaboración con el resto de administraciones 
implicadas, ajustar el protocolo de actuación para garantizar los derechos de lo inmigrantes a ser debidamente 
asesorados tras su llegada de forma irregular, cuestión especialmente relevante en los acuerdos de devolución, 
como se denunciaba en este caso.

1.10.2.2. La realidad de los asentamientos de personas temporeras extranjeras en 
Andalucía

Los núcleos chabolistas en las provincias de Almería y Huelva, vinculados al auge de la agricultura intensiva, 
se han cronificado formando parte del paisaje de determinadas comarcas que no han encontrado una 
solución a la situación de una población joven que es necesaria para sacar adelante las cosechas. Conforme 
los datos que aporta la Consejería de Salud y Familias en la Guía para la Prevención y Protección de la 
Covid-19 en las explotaciones agrícolas andaluzas, los cultivos como los frutos rojos o las hortalizas, con 
más de una cosecha en cada temporada, ocupan durante muchos meses al año a estos trabajadores, 
cuestión que les obliga a permanecer en la zona durante todo el año, buscando en los meses de descanso 
otra alternativa laboral en otras zonas andaluzas, como es el caso de la aceituna.

La ausencia de oferta residencial en los pueblos y ciudades de referencia, sin que se creen otras alternativas 
habitacionales para dar cobertura a esta demanda, favorece que estos migrantes se asienten en las 
infraviviendas disponibles como los asentamientos de chabolas, existiendo un mercado para esta demanda.

La preocupación del Defensor del Pueblo Andaluz por la situación en la que se ven obligados a vivir sus 
ocupantes, ha motivado la apertura de expedientes de queja, tanto de oficio como a instancia de parte, 
e incluso la elaboración de informes especiales en años anteriores, en los que se abordaba esta compleja 
realidad. Así en los informes especiales sobre “El alojamiento y la vivienda de los trabajadores migrantes 
en el poniente almeriense y campos de Níjar” y en “El alojamiento y la vivienda de los trabajadores 

“Ajustar el protocolo 
de actuación para 
garantizar los derechos 
de lo inmigrantes a ser 
debidamente asesorados 
tras su llegada de forma 
irregular”
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migrantes en la provincia de Huelva”, se analiza la precariedad residencial de las personas temporeras en 
los asentamientos, incluyendo en ambos informes una serie de recomendaciones y sugerencias referidas 
a las medidas que se deben de adoptar para solucionar el problema descrito.

Si bien, la mayoría de los migrantes que residen en estos entornos llegaron a nuestro país de forma irregular 
y tras agotar los plazos de atención en los programas de ayuda humanitaria y sin vías de regularización 
administrativa, se ven obligados a permanecer en estas condiciones, accediendo en muchos casos, a 
jornales en invernaderos y cultivos cercanos a los asentamientos sin ninguna cobertura legal, también lo 
es que residen otras personas que con autorización de trabajo optan por este tipo de alojamiento con la 
finalidad de enviar el máximo dinero posible a su país de origen o ahorrar para poder trasladarse a otra 
vivienda en los núcleos urbanos.

Una situación que en el contexto de las medidas para frenar los efectos de la Covid-19 entre la población, 
visibilizaron la importancia de una mano de obra indispensable para la recogida de las cosechas sin que se 
garantizara la correcta cobertura de sus necesidades básicas ni se velara por su seguridad sanitaria.

Las condiciones de estos asentamientos, la falta de suministros, la acumulación de residuos y el material 
altamente inflamable con el que se construyen las chabolas, provocan siniestros como es el caso de los 
incendios, recurrentes desde hace años en esos asentamientos y que también tuvieron lugar en 2020.

En el mes de julio se registraron en Lepe nuevos incendios de diversa consideración, en los que los 
afectados perdieron sus escasas pertenencias y las chabolas en las que residían. Los perjudicados y 
colectivos del tercer sector acudieron a esta Institución denunciando su precaria situación sin que las 
administraciones les prestaran una alternativa habitacional, permaneciendo en la plaza del pueblo sin que 
se les ofreciera alguna solución.

Ante esta situación, un equipo técnico e interdisciplinar de esta Institución se desplazó a Lepe para conocer 
la realidad del problema, manteniendo encuentros con los afectados, representantes de sus Ayuntamientos 
y agentes del Tercer Sector.

En las distintas reuniones mantenidas con las entidades del tercer sector, nos trasladaron la preocupación 
con la postura de las administraciones públicas ante el problema generado tras el incendio. ASNUCI y 
ASENTIS, estimaban que el Ayuntamiento no estaba dispuesto a solucionar el problema mediante un 
alojamiento provisional, provocando con esa actitud una opinión negativa de los ciudadanos de Lepe hacia 
las personas migrantes que se han instalado en la plaza del ayuntamiento señalándolos en ocasiones como 
incumplidores de las medidas aprobadas por el Ayuntamiento para frenar la propagación de la COVID-19.

ASNUCI pone de manifiesto la negativa del Ayuntamiento a empadronar en las chabolas, incumpliendo 
así la normativa vigente y obligando a estas personas a dirigirse a los juzgados para solucionar el problema, 
comunicándonos que se han interpuesto demandas judiciales a tales efecto.

En este sentido se dictó el 11 de noviembre de 2020 la sentencia 345/2020 por el Juzgado de lo Contencioso 
Administrativo nº 3 de Huelva que devino firme el 22 de diciembre, en la que concluía que el demandante “tiene 
derecho a estar empadronado en el término municipal de Lepe con efectos desde la presentación de la 
solicitud en el Ayuntamiento el 18 de septiembre de 2019, y condenando a la Administración demandada 
a estar y pasar por tal declaración”.

Por su parte CRUZ ROJA, CÁRITAS Y CEPAIN, manifestaron que ninguna administración se ha puesto 
en contacto con ellos para dar cobertura a las personas que han perdido sus chabolas ni para buscar 
soluciones para esta situación, aunque han prestado cobertura con los programas que habitualmente tienen 
desplegados en la zona, organizándose entre ellos.

Trasladaban que en el contexto del Foro Provincial para la Inmigración, se estaban trabajando en la mesa de 
incendios en un protocolo para dar respuesta a situaciones de esta índole, y que a la fecha de las entrevistas 
aún no estaban terminado ni consensuado con el resto de las administraciones.

En la reunión de trabajo mantenida con parte del equipo de gobierno del Ayuntamiento de Lepe, el 
alcalde en funciones nos trasladaba su preocupación por las personas que residen en los asentamientos 
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de su municipio, manifestando su impotencia para solucionar el problema ya que entienden que tanto 
abordar el problema de las situaciones de urgencia como de su erradicación es competencia de las tres 
administraciones, local, autonómica y central. En este sentido habían pedido ayuda tanto a la Subdelegación 
de Gobierno como a la Delegación del Gobierno de Andalucía, sin obtener una respuesta satisfactoria a la 
situación de las personas que se encontraban en situación de calle.

En cuanto a las iniciativas para intervenir en los asentamientos en un medio largo plazo evidencia el 
equipo de gobierno las dificultades para intervenir directamente ya que suelen estar ubicados en terrenos 
de propiedad privada.

De la información recogida podemos destacar:

• No se habían celebrado reuniones de coordinación entre el Ayuntamiento, el tercer sector y el resto 
de Administraciones Públicas de la provincia de Huelva para el análisis de la situación y el consenso 
para una rápida respuesta.

• Tanto el Ayuntamiento como algunas entidades del tercer sector había solicitado ayuda a otras 
administraciones para la solución del problema, sin recibir respuestas de las mismas.

• Se habían polarizado las posiciones ante las posibles soluciones, visualizándose sólo la postura de 
ASNUCI y la del Ayuntamiento, sin que se haya realizado gestiones ni consultas con otros colectivos 
conocedores de la situación de los alojamientos, cuestión que dificulta la búsqueda de soluciones.

• Respecto al número de personas afectadas por los incendios, se constata que no existía un consenso, 
ya que cada entidad y administración aporta una cifra distinta, pudiéndose estimarse entre 75 y 130 
personas.

Desde esta Defensoría se tiene la convicción de que el abordaje de esta crisis debe huir de medidas 
que perpetúen esta realidad y si bien es cierto que desde las Corporaciones Locales se debe velar por la 
situación de estas personas implementado una intervención que cubra sus necesidades, también lo es que 
la administración andaluza, en coordinación con el resto de administraciones, debe diseñar alternativas 
habitacionales partiendo de las necesidades de las personas temporeras. Metas ambiciosas que requieren 
trabajarlas en un medio y largo plazo y la implicación y coordinación tanto de la Administración Estatal 
como de la Autonómica y Local.

Con la finalidad de conocer con más profundidad los factores que inciden en esta situación, en la queja 
de oficio 19/2712 se ha solicitado a algunos ayuntamientos con asentamientos en su término municipal, 
información referida a la incidencia de esta realidad en sus localidades, número de residentes en los 
asentamientos, características de los mismos, temporales o más estables, así como sobre las actuaciones 
llevadas a cabo para atender las necesidades de los temporeros y los programas de intervención diseñados.

Atendiendo a nuestra petición los responsables del Ayuntamiento de Lucena del Puerto nos adjuntaron 
planos de localización de los asentamientos ubicados en su localidad, número de chabolas y de ocupantes 
así como los datos del padrón municipal, mostrándose dispuestos a colaborar en el diseño de estrategias de 
intervención para la superación de esta realidad y la creación de espacios de coordinación con representación 
de todas las Administraciones competentes.

En esta misma línea de colaboración encontramos al Ayuntamiento de Lepe. Desde nuestra visita en julio 
se han mantenido los contactos con sus responsables, informándonos de la aprobación de la creación de 
una mesa de trabajo para erradicar el chabolismo en su municipio y con posterioridad de su Plan Integral de 
Erradicación del Chabolismo, presentado por la Corporación en nota de prensa en los siguientes términos:

“Los portavoces de los distintos grupos municipales han aludido a la corresponsabilidad de las 
administraciones y del sector privado para solventar esta problemática que afecta a toda la provincia 
y a su agricultura en particular.

295

1.10. Personas migrantes



El plan incluye el ofrecimiento de suelo municipal, para la construcción de un complejo de alojamiento 
temporal con capacidad para 500 personas, que requeriría una inversión inicial de alrededor de 
600.000 euros.

Estos alojamientos, que no tendrían carácter indefinido y que estarían sujetos al pago de un canon 
por su uso, tendrían como finalidad el realojo de las personas que forman parte del censo chabolista 
realizado y llevarían aparejado el derribo de los asentamientos actualmente existentes.

Tras la presentación de este documento, se convocará a agentes sociales y económicos de la provincia, 
así como a otras administraciones (locales, supramunicipales, autonómicas, estatales y europeas) para 
abordar conjuntamente el plan y su financiación”.

También en el municipio de Lepe se ha avanzado en las obras del albergue titularidad de ASNUCI que con 
una capacidad para 40 personas ofrecerá una alternativa más al problema habitacional de quienes tienen 
dificultades para alojarse en el entorno donde trabajan.

Unas líneas de trabajo que se celebra desde esta Defensoría, ya que son iniciativas que van conformando 
medidas de solución definitivas, echándose en falta una planificación estratégica con un ámbito superior 
al municipal.

Sin embargo la realidad de estos asentamientos no es homogénea ni en los municipios onubenses ni en 
los de Almería. La ubicación de los mismos, su dimensión o el carácter estable o permanente de estos 
asentamientos conforman panoramas diversos que impiden un abordaje idéntico.

Esta diversidad ha sido constatada en la queja 20/2299 en la que tras el estudio de los informes y datos 
requeridos a los municipios con el fin de conocer las medidas adoptadas tras la dotación presupuestaria de la 
Dirección General de Políticas Migratorias enmarcada en el “Programa andaluz de colaboración financiera 
específica extraordinaria con los municipios de las provincias de Almería y Huelva en cuyos territorios 
existen asentamientos chabolistas de personas inmigrantes” destinada a atender las necesidades básicas 
de estas personas, como consecuencia de la crisis sanitaria-epidemiológica causada por el coronavirus 
Queja 20/2299.

Políticas municipales de localidades como Moguer o Níjar, han abordado de un modo transversal la 
situación de estos asentamientos, conformando equipos multidisciplinares de intervención.

Así nos informan desde el Ayuntamiento de Moguer sobre todas los proyectos aprobados desde 2012 
y el diseño de un Plan de Intervención, cuyo objetivo general es evitar la proliferación de asentamientos 
irregulares de personas inmigrantes en la localidad, así como erradicar los ya existentes.

Con los siguientes objetivos específicos:

• Informar, derivar y detectar sobre casos concretos a otras entidades y organizaciones para su posible 
intervención.

• Concienciar de que las condiciones en las que estas personas viven, no solo pueden afectarles a nivel 
social sino también de salubridad (contagio y propagación de enfermedades infecto contagiosas 
como la tuberculosis) e higiene.

• Reducir impactos ambientales derivados de los asentamientos irregulares, así como evitar posibles 
incendios en los mismos.

Con la finalidad de conseguir estos objetivos se estructuró un equipo indisciplinar (en el que se 
encuentra una persona, contratada a tiempo completo, de origen extranjero, conocedora de la 
cultura y lenguas subsaharianas, y cuya jornada laboral se desarrolla, en su totalidad en los propios 
asentamientos) que desarrollan labores de información, asesoramiento, sensibilización,... con la 
población inmigrante de los asentamientos, de manera coordinada no solo con otras áreas del mismo 
ayuntamiento, tales como el área de servicios sociales, medio ambiente, agricultura y Policía Local, 
sino también con organizaciones no gubernamentales y asociaciones de inmigrantes que realizan 
labores en los asentamientos existentes en el municipio.”
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Destacar asimismo cómo estas localidades han reconocido los beneficios de establecer espacios de 
coordinación y colaboración, entre administraciones y entidades para diseñar y ejecutar medidas de 
intervención, evitando de este modo la duplicidad de recursos.

Es por todo ello por lo que esta Institución entiende que para el diseño de medidas eficaces encaminadas a 
la eliminación de los asentamientos, se debe partir de un diagnóstico de la realidad, teniendo en cuenta los 
aspectos necesarios para evaluar las propuestas en un medio y largo plazo, así como para dar respuesta a 
situaciones de emergencia en el corto plazo, como es el caso de los incendios o las situaciones de pandemia.

Se ha constatado también, el protagonismo otorgado a las Corporaciones Locales para el abordaje de 
una problemática compleja en la que, no tienen ni la capacidad presupuestaria ni la competencial en su 
totalidad.

Dado que las soluciones a este problema exceden al ámbito municipal ya que se constata en varios 
municipios de una provincia de forma diferenciada y que la coordinación entre las distintas localidades no 
puede asumirse a instancia de cualquiera de los municipios afectados, entendemos que es en el contexto 
del Foro Provincial de la Inmigración de la Junta de Andalucía, con competencia en la materia y de las 
Diputaciones Provinciales como organismos con un amplio conocimiento de las realidad de su provincia 
donde pudieran liderarse esta iniciativa.

En la reunión celebrada en el Foro Provincial de la Inmigración en la provincia de Huelva, durante el mes 
de marzo, para analizar el diagnóstico sobre los asentamientos en la provincia de Huelva, elaborado por 
seis comisiones, la delegada de gobierno manifestaba que “va a permitir contar con una serie de propuestas 
para dar una respuesta global a la situación de los asentamientos en la provincia”. Manifestaba en rueda de 
prensa estar “muy satisfecha con la reunión, en la que hemos estado presentes no solo las administraciones 
públicas, sino también los sindicatos y entidades sociales de la provincia de Huelva con la voluntad de dar 
solución al colectivo migrante y los problemas sociales que se planteen”.... “Se trata de dar una respuesta 
global que va más allá de ofrecer alojamiento, que nadie sufra una situación de desamparo y que todas 
estas personas que necesitan ayuda humanitaria sepan donde acudir en cada momento”

Por ello esperamos que en el Foro Provincial, dado que ya dispone de un diagnóstico elaborado por 
las mesas sectoriales continúe trabajando en espacios de coordinación para ofrecer respuestas a estos 
objetivos.

Otra de las cuestiones que ha preocupado a esta Defensoría ha sido las condiciones de alojamiento de 
los temporeros sin contrato que se desplazan a los municipios aceituneros para la búsqueda de peonadas, 
ante la incidencia de la Covid-19.

La mayor concentración de mano de obra se produce entre los meses de octubre a marzo, siendo diciembre 
y enero los de más actividad. A diferencia de lo que sucede en Huelva y Almería, donde la población 
migrante se queda en las zonas de cultivo por la prolongación de campañas y la necesidad de mano de 
obra durante prácticamente la totalidad del año, en la recogida de la aceituna, una vez pasada la época de 
la recolección, estos trabajadores retornan a su lugar de residencia habitual o buscan otras campañas en 
los distintos territorios de nuestra comunidad autónoma o fuera de ella.

No todos los temporeros desplazados consiguen contratos con los empleadores, existiendo una oferta de 
mano de obra flotante, no toda regularizada, que permanece en los lugares de llegada o bien se traslada 
a otros municipios del entorno, con la expectativa de ser llamados a las explotaciones, y más en este año 
donde se prevén bajas laborales por el contagio de trabajadores y por lo tanto existe la posibilidad de 
trabajo.

Es el colectivo que no consigue un empleo en estos meses, el que más dificultades tiene para conseguir un 
lugar donde residir durante la temporada de aceituna y que opta por distintas soluciones habitacionales, 
como acoplarse en viviendas de conocidos, que no suelen reunir las condiciones básicas de habitabilidad, 
dormir algunas noches en los escasos albergues existentes o quedarse en situación de calle.

La incidencia de la Covid19 en esta campaña se hace patente, afectando tanto a cooperativas y almazaras 
(que ya han aprobado protocolos que afectan a la cadena de producción), como a explotaciones agrarias, 
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donde los responsables de la recogida de la aceituna deben “evaluar el riesgo de exposición en que se 
puedan encontrar las personas trabajadoras en cada una de las tareas diferenciadas que realizan y 
seguir las recomendaciones que sobre el particular emita el servicio de prevención, siguiendo las pautas 
y recomendaciones formuladas por las autoridades sanitarias, en todos los procesos relacionados con 
la recogida, transporte, almacenamiento de la producción agrícola y resto de los procesos agrarios 
(clasificación, envasado, aclareo...).”, según recoge la Guía publicada para tal finalidad por el Ministerio 
de Sanidad.

Por su parte, la Junta de Andalucía ha editado la “Guía para Prevención y Control del Covid-19 en las 
explotaciones agrarias con temporeros” publicada el pasado 3 de agosto (BOJA 148), en la que se detallan 
las medidas de prevención diseñadas para garantizar la reducción de la transmisión de la infección de Covid 
y propiciar de este modo la creación de espacios seguros de trabajo.

Tal y como recoge la mencionada guía, “Uno de los puntos clave es que estas personas requieren de 
alojamientos en los territorios donde se desarrolla la campaña agraria a la que acuden, existiendo distintos 
escenarios, desde alojamientos ofrecidos por los propios titulares de las explotaciones, a albergues 
municipales, residencias de emergencia, alojamientos alquilados por los propios trabajadores, etc. El 
titular debe estar formado en las medidas de prevención a adoptar en ellos (no camas calientes, no 
exceso de ocupación, etc., que suponen un importante riesgo). Sin olvidar la existencia en algunos casos 
de comedores y aulas de apoyo para la población infantil que los acompaña.”

En este contexto y una vez que la Guía de la Junta de Andalucía, para la Prevención y Control de la 
COVID-19, ha contemplado “la responsabilidad del titular de la explotación” para con sus trabajadores 
y las “de los alojamientos de las personas trabajadoras, que no sean responsabilidad de los titulares de 
las explotaciones, tales como albergues o residencias de emergencia”, es necesario preservar la salud de 
los temporeros que se desplazan a los municipios y que se encuentran en expectativa de trabajo, cuestión 
que incide en la población receptora en el propio núcleo urbano, que no puede ver como una amenaza la 
llegada de estas personas.

Es por lo que cobran aún más importancia la adopción de medidas orientadas a evitar nuevos contagios 
y que, de producirse, permitan un seguimiento activo de los afectados y de sus contactos, así como la 
celeridad en la atención médica que precisen.

Por todo ello aperturamos de oficio el expediente de queja 20/7191, conforme a lo previsto en el apartado 
1 del artículo 10 de nuestra Ley reguladora, para solicitar a las Administraciones competentes información 
sobre las medidas propuestas e implementadas, para la detección, diagnóstico y control de la Covid-19, 
en el colectivo de temporeros del sector del olivar que se desplazan a los municipios de Andalucía para la 
recolección de la aceituna, prestando especial atención a las personas que se encuentran en expectativa 
de ser contratados.

1.10.2.3. Regularización administrativa y acceso al mercado laboral
El arraigo social es quizás uno de los procedimientos más utilizados para que los inmigrantes que llegaron 

de forma irregular a nuestro país puedan normalizar su situación administrativa y acceder a la autorización 
de residencia y trabajo.

Para ello, entre otros requisitos, deben acreditar su permanencia en España durante los tres años anteriores 
a la presentación de su solicitud. En el portal de inmigración del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones se describe la documentación necesaria para acreditar el cumplimiento de este requisito: “La 
documentación que se aporte deberá contener los datos de identificación del solicitante, preferentemente debe 
haber sido emitida y/o registrada por una Administración Pública española. A título de ejemplo, se tomarán 
en consideración documentos relativos al empadronamiento, a una hospitalización, a una consulta médica 
en la sanidad pública, así como cualquier documentación municipal, autonómica o estatal que justifique la 
presencia en España.”
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El alta en el padrón municipal de habitantes de su municipio es por tanto de vital importancia para este 
colectivo.

En el expediente de queja 20/1675 su promotor denunciaba que el Ayuntamiento de Roquetas de Mar le 
había notificado la denegación de su inscripción en el padrón municipal, fundamentada en que el interesado 
no reside en el municipio ya que, según argumentan en la resolución desestimatoria, la Policía Local se personó 
en su domicilio en dos ocasiones sin que encontrasen en el mismo al solicitante.

Al respecto indica el interesado que los agentes acudieron a su vivienda en horario de mañana cuando 
se encuentra trabajando y que antes de desestimar su alta en el padrón municipal, no lo hicieron en otros 
horarios distintos, trasladándonos que “Esta resolución desestimatoria le ocasiona graves perjuicios ya que 
le impide acreditar su vecindad administrativa en procedimientos tan importantes como los relativos a la Ley 
Orgánica de Extranjería o los relativos a la elección del centro escolar para sus hijos, solicitando por todo 
ello la intervención del Defensor del Pueblo Andaluz.”

Solicitada aclaración sobre estos hechos al Ayuntamiento de Roquetas de Mar nos remitieron el siguiente 
informe:

“Que según lo establecido en el artículo 17.2 de la Ley de Bases de Régimen Local, que ordena la 
realización de las actuaciones y operaciones necesarias para mantener actualizados los Padrones 
Municipales de Habitantes, de modo que los datos contenidos en estos concuerden con la realidad, y el 
punto 10 de las Consideraciones Generales de la Resolución de 30 de enero de 2015, de la Presidencia 
del Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de Coordinación de Competencias las 
Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, sobre instrucciones técnicas a los Ayuntamientos 
sobre gestión del padrón municipal,por este Departamento en fecha 2 de septiembre de 2019 se 
procedió a solicitar informe a la Policía Local sobre la residencia o no del interesado.

El día 6 de noviembre de 2019 se recibe el informe de la Jefatura de la Policía Local en el que se 
indica que éste NO RESIDE EN la dirección indicada. Que trabaja y vive cerca de Carboneras. Viene 
los sábados y se va los domingos”.

Desde esta Defensoría facilitamos al letrado del promotor del expediente de queja la respuesta municipal, 
remitiendo éste las siguientes alegaciones:

PRIMERA: Que el interesado solicitó al Excmo. Ayuntamiento de Roquetas de Mar (Almería) su alta 
en el Padrón Municipal en su nuevo domicilio, se adjuntó junto a nuestro escrito de queja la copia del 
contrato de arrendamiento. De igual modo, se puso de manifiesto que siempre ha sido vecino de esta 
localidad, se adjuntó igualmente con nuestro escrito de queja el Certificado de empadronamiento 
histórico.

SEGUNDA: Alega en su Informe el Excmo. Ayuntamiento de Roquetas de Mar como justificación para 
la denegación del empadronamiento que el Sr. XX trabaja y vive cerca de Carboneras y que sólo 
reside en su municipio los fines de semana. A este respecto hemos de manifestar:

• Carece de relevancia donde trabaje el interesado, impedir el empadronamiento de un residente del 
municipio porque trabaje en otro, sería tanto como prohibir a todos los vecinos de Roquetas de Mar 
que trabajasen en cualquier otro pueblo o ciudad que no fuese este municipio. Si esto fuese así, el 
Excmo. Ayuntamiento de Roquetas de Mar debería cancelar el empadronamiento de más dela mitad 
de los vecinos del municipio por cuanto que muchos trabajan en El Ejido, otros en Almería, otros en 
Níjar, etc.

• El hecho de que el interesado trabaje temporalmente en el pueblo de Carboneras no le impide ser 
vecino de Roquetas de Mar, de hecho es en este municipio y no en otro donde tiene su residencia, 
donde tiene alquilada su casa y donde tiene todas sus relaciones sociales.(...)

Prohibir el empadronamiento de un ciudadano por motivos de movilidad laboral es tanto como 
prohibir a todos los jornaleros de Andalucía que trabajan en distintos cultivos ( la aceituna, la 
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fresa, etc) y que por tanto, van residiendo temporalmente en municipios distintos en las épocas de 
recolección, estar empadronados en su domicilio y residencia real.

Si bien es cierto que el Ayuntamiento en base a lo establecido en el punto primero apartado 89 de la 
Resolución de 16 de marzo de 2015, de la Subsecretaria, por la que se publica la Resolución de 30 
de enero de 2015, de la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General 
de Coordinación de Competencias con las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, sobre 
instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre gestión del padrón municipal: “ podrá comprobar 
la veracidad de los datos consignados por los vecinos exigiendo al efecto la presentación de 
los documentos que acrediten su identidad y el domicilio en el municipio, que se definen en los 
apartados correspondientes de esta Resolución” y en su apartado 119: “Cuando existan indicios 
que hagan dudar de que se vaya a establecer la residencia en el municipio, o de alguno de los datos 
declarados por el ciudadano, antes de proceder al alta, o a la modificación de datos en el Padrón, 
el Ayuntamiento presentada la correspondiente solicitud por parte del interesado, ordenará los 
actos de trámite necesarios para comprobar la veracidad de los datos consignados en la solicitud, 
dictando la correspondiente resolución, no es menos cierto, que la visita de la Policía Local debería 
haberse realizado al menos en dos ocasiones y en diferentes horarios, pues es de todos conocido en 
el campo almeriense que los peones agrícolas realizan su actividad laboral por las mañanas y no 
es sino por las tardes cuando pueden ser localizados y encontrados en sus domicilios. (…)

El articulo 15 dela Ley 7/1985 de 2 de abril reguladora de las Bases de Régimen Local por su parte 
establece que: “Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del 
Municipio en el que resida habitualmente.

Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio. La condición de vecino se adquiere 
en el mismo momento de su inscripción en el Padrón.

Del mismo modo, el articulo 16 de esta misma Ley establece que: “ El Padrón municipal es el 
registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos constituyen prueba de 
la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo”.

Estudiada la documentación remitida por ambas partes y entendida la trascendencia que el empadronamiento 
tiene para la población migrante formulamos las siguientes Recomendaciones al Ayuntamiento de Roquetas 
de Mar, según lo establecido en el artículo 17.2 de la Ley 9/1983, de 1 de Diciembre:

“1ª.-Que siguiendo las indicaciones de la Resolución de 16 de marzo de 2015, de la Subsecretaría del 
Ministerio de la Presidencia, se compruebe por los medios indicados en la misma que los interesados 
residen en el municipio y tramiten su empadronamiento”.

2ª.- Que conociendo esa Corporación la actividad laboral como temporeros en explotaciones 
agrícolas en la provincia de Almería de muchos de los vecinos de origen extranjero que solicitan al alta 
en el Padrón Municipal de Habitantes, articulen mecanismos de control compatibles con sus jornadas 
de trabajo, protocolarizando visitas incluso los fines de semana cuando se considere necesario, 
ya que de otro modo se repetirá la situación denunciada por el interesado en este expediente de 
queja, teniendo el empadronamiento una extraordinaria relevancia en la situación administrativa 
de los extranjeros, tanto para acreditar su vecindad como para la obtención de su autorización de 
residencia y trabajo”.

En el momento de publicación de este informe nos encontramos a la espera de la respuesta municipal, que 
confiamos sea estimatoria a nuestras peticiones.

Las trabas administrativas afectan también al colectivo de jóvenes de origen extranjero ex tutelados por 
el Servicio de Protección de Menores, quienes han sufrido los retrasos en la tramitación de sus tarjetas de 
identidad de extranjeros que impedían la asignación de un número de afiliación a la Seguridad Social para 
poder incorporarse al mercado laboral.

Denunciaban esta situación los responsables técnicos del programa “Cerca del Hogar” de Centro Contigo 
perteneciente a la Asociación Familia Vicenciana, adjudicataria del servicio de orientación, asesoramiento, 
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e inserción social y laboral de jóvenes del sistema de protección de menores de Andalucía (modalidad alta 
Intensidad) para el Campo de Gibraltar en Cádiz, que nos trasladaban en su escrito de queja 20/6895 que se 
encontraban con graves problemas para asignar a los jóvenes del programa un número de la seguridad social:

“Actualmente todos los residentes son inmigrantes (extutelados mayores de edad). Para asignarnos 
el número de la seguridad social nos solicitan el NIE, pasaporte, empadronamiento y precontrato 
mas el TA1. Los problemas que tenemos son los siguientes: - si el NIE está caducado y aunque esté 
tramitada la solicitud de autorización de residencia y/o trabajo ( a pesar de invocar el Art 51 RD 
557/2011 de prorroga de la validez de la autorización anterior hasta la resolución del procedimiento), 
aunque ya tengamos la resolución favorable de la autorización, aunque tengamos el resguardo del 
TIE: NOS NIEGAN LA ASIGNACIÓN DEL NÚMERO”.

Al afectar la tramitación de las Tarjetas de Identificación de Extranjeros (TIE) a la Administración Estatal y por 
lo tanto escapar a nuestro ámbito competencial, se ha remitido la queja presentada al Defensor de las Cortes 
Generales, el cual tras la tramitación del mismo ha emitido las siguientes Recomendaciones a la Dirección 
General de Migraciones

1. Dictar instrucciones, en coordinación con las autoridades policiales, para que de modo conjunto 
con la resolución que conceda autorización de residencia, o de estancia, se asigne cita previa para la 
emisión de la correspondiente Tarjeta de Identidad de Extranjero.

2. Hasta tanto se resuelva la actual situación de imposibilidad de acceder al sistema de cita previa 
para la expedición de la TIE, en un plazo razonable, hacer constar en las resoluciones de concesión 
de los distintos tipos de autorizaciones que las mismas habilitan de manera provisional para el 
ejercicio de los derechos que cada tipo de autorización concede, sin perjuicio de la presentación de 
la correspondiente Tarjeta de Identidad de Extranjero, una vez que se expida.

Con la incorporación de las cláusulas indicadas en las resoluciones de concesión de los expedientes 
y la asignación de la correspondiente cita para la emisión de la tarjeta (TIE) se superan las dificultades 
denunciadas por la entidad promotora de este expediente de queja, agilizándose su tramitación.
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Asimismo merecen especial mención las recomendaciones en cuanto a la asignación del número de 
la Seguridad Social. Nos trasladan desde el Defensor del Pueblo Estatal que, según las autoridades 
competentes, los interesados pese a no haber causado nunca alta puede que cuenten con esta afiliación 
por haber estado incluidos en el Seguro Escolar. Indicaban cómo verificar este extremo en los siguientes 
términos:

Para verificar si tienen número de Seguridad Social existe un servicio on-line en el Sistema RED que 
permite, en base al DNI o NIE, de la persona obtener el citado número. Los ciudadanos extranjeros 
que no tengan número de Seguridad Social disponen de un servicio en la Sede Electrónica de la 
Seguridad Social para acceder al mismo, si bien, dado que dicha asignación supone el acceso de 
la persona al sistema de la Seguridad Social, este servicio exige disponer de certificado digital o 
Cl@ve. Por último, en el caso de que la persona no disponga de dichos certificados, la petición del 
número de Seguridad Social se podrá realizar a través de la nueva aplicación CASIA, aportando el 
DNI o NIE del trabajador, junto con la correspondiente solicitud firmada por la persona trabajadora.

El pasado 22 de abril se implementó el trámite “Solicitud de número de Seguridad Social”, que 
permite su obtención por el autorizado RED, en relación con los trabajadores respecto de los cuales 
se va a comunicar con posterioridad su alta.

A la vista de lo anteriormente expuesto, se considera que los interesados no deberían tener problema 
para la asignación de número de la Seguridad Social, toda vez que cuentan con autorización de 
residencia en vigor.»

Estas medidas adquieren especial relevancia en el contexto actual en el que por las limitaciones impuestas 
como medidas de prevención de contagios y propagación de la Covid-19, se acumulan más retrasos en la 
asignación de citas en las Comisarías de Policía Nacional y en las Oficinas de Extranjería, al mimo tiempo 
que se retrasa la incorporación al mercado laboral de este colectivo de jóvenes que son necesarios en 
yacimientos de empleo considerados esenciales.

1.10.2.4. Retrasos en la tramitación de los expedientes de nacionalidad
Las dilaciones en la tramitación y resolución de los expedientes de nacionalidad por residencia han sido de 

nuevo en este 2020 el motivo de la apertura de numerosas quejas.

Estos retrasos ocasionan a los interesados graves perjuicios, no solo para su situación administrativa sino 
también para la de sus familiares, que no pueden acceder a su residencia como “familiares de comunitario” 
hasta que se resuelvan los expedientes de nacionalidad.

En las quejas remitidas nos denunciaban retrasos de hasta tres años en la tramitación de estos expedientes, 
dilaciones que también se han constatado en expedientes presentados por menores.

Al afectar esta situación al Ministerio de Justicia, se han remitido estos casos al Defensor del Pueblo Estatal 
que, ante la incesante llegada de expedientes relacionados con esta cuestión y por su gravedad, ha incluido 
en su portal web un enlace directo en el que mantiene informado a todos los afectados y en el que se detallan 
la situación de los expedientes reclamados indicando que:

“1. Inicialmente las solicitudes se presentaban ante los Registros Civiles próximos al domicilio del 
solicitante y una vez instruido el expediente, el Registro lo remitía a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado (actual Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública).

A través del Real Decreto 1004/2015, de 6 de noviembre, que aprueba el Reglamento por el que se 
regula el procedimiento para la adquisición de la nacionalidad española por residencia, se instauró 
un nuevo tratamiento para estos expedientes y desapareció la fase previa de instrucción de los 
Registros Civiles, aun cuando hasta el 30 de junio de 2017, los Registros han podido continuar 
recibiendo solicitudes para su remisión a la Dirección General mencionada.

En muchos casos, el Registro se ha demorado en el envío del expediente ya instruido o en el envío de 
la solicitud al órgano competente para la tramitación y resolución de la solicitud de nacionalidad, 
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lo que ha ocasionado que el número “R” asignado al expediente no se corresponda con el año en el 
que se presentó la solicitud, dado que dicho número se asigna una vez el expediente se incorpora a 
la aplicación del Ministerio de Justicia.

Las solicitudes presentadas en papel, requieren de un procedimiento previo antes de su incorporación 
a la aplicación mencionada, ya que los documentos deben ser escaneados y digitalizados. Ello 
ha tenido como consecuencia la demora generalizada de estos expedientes dado que antes de 
ser tramitados, la Administración ha debido suscribir encargos con diferentes entidades para 
que procedieran a realizar dichos trabajos de escaneo y digitalización ante el elevado número de 
solicitudes presentadas en papel.

2. Los expedientes presentados en formato digital, a través de pdf, que se recibieron a través del 
Registro General de Entrada en el Ministerio de Justicia desde los distintos registros administrativos, 
también requieren de un tratamiento previo para su incorporación a la aplicación de gestión de la 
nacionalidad, dado que la documentación está escaneada (lo que supone un avance respecto al 
formato papel), pero no cumple determinados requisitos técnicos que en la actualidad son exigibles 
respecto a la normalización documental.

3. La presentación de solicitudes a través de la sede electrónica que habrá requerido la identificación 
y firma electrónica del interesado o de su representante legal o voluntario es la más rápida y eficaz, 
dado que dichas solicitudes pueden tramitarse sin realizar tratamientos adicionales. Esta fórmula 
de presentación, sin embargo, también diferencia entre aquellos solicitantes que hayan dado su 
consentimiento para ser notificados de manera electrónica o no. En este caso, se han producido 
demoras hasta que ha entrado en vigor el Convenio suscrito entre el Ministerio de Justicia y la 
Agencia Tributaria con la finalidad de notificar a los interesados.

De la información remitida por el Ministerio de Justicia se desprende, asimismo, que, a fecha 31 de 
enero de 2020, el número total de expedientes de nacionalidad por residencia pendientes de resolver 
es de 291.000 (...)

La Administración también ha comunicado que si el solicitante de nacionalidad ha sido requerido 
para presentar documentación complementaria puede ocurrir que, aunque haya cumplimentado el 
requerimiento, la misma no esté incorporada a la aplicación.

En este punto, conviene recordar que hasta el momento en el que el expediente esté ya en la aplicación 
de gestión de los expedientes del Ministerio de Justicia, no comienza realmente la tramitación de 
cada expediente. A partir de ese momento, es cuando se advierte la necesidad de requerir o no 
al interesado para que aporte documentación complementaria que ha de ser incorporada a la 
aplicación. También es a partir de ese momento cuando la Administración solicita informes previos 
a otros órganos administrativos. Una vez completada la documentación, se realiza la evaluación 
que finalizará con la propuesta de resolución.

Respecto a las previsiones para abordar el ingente número de solicitudes que aún están pendientes, 
se ha comunicado la puesta en marcha de un nuevo plan de choque con el que se pretende resolver 
en torno 300.000 expedientes. Hay que señalar que estas previsiones incluyen las solicitudes que 
continúan recibiéndose de manera incesante y que no es posible cuantificar.”

Desde esta Institución, confiamos en que las medidas adoptadas posibiliten la pronta resolución de estos 
expedientes y la notificación de las correspondientes resoluciones para que los interesados puedan culminar 
su procedimiento de nacionalidad.

1.10.2.5. Protección Internacional. Deficiencias en la atención a los solicitantes de 
protección internacional

En 2020 España fue el país de la Unión Europea en el que se han formalizado más solicitudes de asilo. 
Así en el portal del Ministerio del Interior, la Dirección General de Política Interior recoge que según los 
datos registrados a 30 noviembre de 2020, en España se habían formalizado 84.075 solicitudes, de las 
que 8.618 se habían tramitado en Andalucía. Datos que constatan la tendencia que ya anunciamos en el 
Informe Anual de 2019.

http://www.interior.gob.es/documents/642012/11504833/Nota_avance_mensual_datos_proteccion_internacional_2020_11_30.pdf/2add4803-e4ff-4545-9376-b4e38ff3d751


El cierre de fronteras y paralización del tráfico aéreo, como consecuencia de esta crisis sanitaria, ha 
perjudicado especialmente a este colectivo, atrapado en sus países sin poder huir de situaciones tales 
como la persecución por su orientación sexual, motivos religiosos o por la presión de las mafias y maras, 
cada vez más presentes en países como El Salvador.

En esta situación se encontraban quienes solicitaron la intervención de esta Defensoría ante las dificultades 
para poder formalizar su petición de protección internacional en la Brigada de Extranjería de la Policía 
Nacional en Sevilla. Así lo relataban los promotores de los expedientes de queja 20/0692 y 20/0986.

Remitidos estos expedientes al Defensor de las Cortes Generales, en aras a los principios de coordinación y 
colaboración entre ambas Defensorías, nos facilitaron información sobre las gestiones y medidas adoptadas 
tras la denuncia de estos hechos detallando que:

«Se ha recibido la respuesta de la Comisaría General de Extranjería y Fronteras en relación con su 
queja. Tras solicitar consulta a la Jefatura Superior de Policía de Andalucía Occidental, se comunica 
lo siguiente:

“El Grupo 1° de la Brigada Provincial de Extranjería y Fronteras de Sevilla es quién tiene encomendada 
la tramitación de todas las gestiones relacionadas con la protección internacional, (solicitud de cita, 
entrevistas, notificaciones de resoluciones, expedición y renovación de documentos a solicitantes 
de asilo y apátrida, documentos de viaje, etc.), además de la tramitación de cartas de invitación y 
cédulas de inscripción.

De un tiempo a esta parte ha comparecido, con la intención de solicitar protección internacional y 
obtener el documento de Manifestación de Voluntad de Solicitar Protección Internacional, en la sede 
de dicho Grupo 1 un número muy elevado de personas. Este crecimiento exponencial hace que sea 
complicado atender la totalidad de la demanda, y que, en ocasiones, haya motivado que algunas 
personas no pudiesen ser atendidas, lo que devino en que, con el ánimo de conseguir ser atendido 
en el día que se personan, se formasen colas desde horas muy tempranas de la mañana.

Para arrojar luz sobre cuánto ha supuesto este crecimiento exponencial basta con observar que el 
pasado año 2019 -solo en la provincial de Sevilla este Grupo1° expidió un total de 2080 volantes de 
manifestación de voluntad de pedir protección internacional, al tiempo que realizó 1630 entrevistas 
de protección internacional, lo que se traduce en un aumento de un 77,7% con respecto al año 2018, 
o de un 231,9 % con respecto a 2017, año en el que se hicieron 491 entrevistas.

Al objeto de evitar las molestias en que para los solicitantes se habían convertido las largas colas 
diarias que se formaban en las dependencias policiales, se les asignó -hasta la declaración del 
estado de alarma cita previa para otro día a todas aquellas personas a las que por una u otra 
causa no se les pudo entregar el referido Documento de Manifestación de Voluntad en su primera 
comparecencia; lo que no supuso en ningún momento la imposibilidad de presentar la solicitud de 
protección internacional, es más incluso se habilitó otra cuenta de correo electrónico para evitar las 
largas esperas.

Tras la finalización del Estado de Alarma se ha habilitado un sistema de cita previa, tanto para 
todas aquellas personas que se encontraban pendientes de comparecer al objeto de obtener cita 
como para los nuevos solicitantes, de cuya puesta en funcionamiento se ha informado a todas las 
organizaciones que trabajan con solicitantes de protección internacional en Sevilla; e igualmente 
está previsto, que una vez se incorporen los nuevos policías destinados a esta Plantilla, aumentar la 
dotación de funcionarios del citado Grupo 1°; medidas estas con las que se espera dar una solución 
definitiva a la problemática planteada (...)”.

Asimismo, se le participa que dadas las dificultades existentes para obtener una cita previa 
para trámites que deben ser realizados por la Policía Nacional, el Defensor del Pueblo ha 
formulado recientemente una Recomendación al Ministro del Interior para que se adopten, 
de forma urgente, las medidas necesarias para facilitar el acceso al sistema de cita previa y 
reducir la excesiva demora en la realización de diversos trámites en dependencias policiales, 
que afectan a la situación de los ciudadanos extranjeros, tanto en régimen de extranjería como 
solicitantes de protección internacional.»



Pese a estas medidas, en el último trimestre de 2020 se registraron numerosos expedientes en los que 
se denunciaban las mismas cuestiones antes plantadas, dificultades para la consecución de citas ante la 
Brigada de Extranjería de Sevilla para formalizar petición de protección internacional.

Así en las quejas 20/8678, 20/8686, 20/8682, 20/8681 o 20/8680 técnicos del servicio jurídico de CEPAIM 
denunciaban la imposibilidad de concertar cita en la web habilitada al efecto, no pudiendo subsanar esta 
situación telefónicamente ni obtenido respuesta a la reclamación formalizada.

Situación que remitimos de nuevo al Defensor del Pueblo Estatal para que se subsanen a la mayor 
celeridad estas carencias ya que este trámite es fundamental para el acceso al Sistema de Protección de 
los solicitantes de asilo y sus familias.

1.10.3. Quejas de oficio, Colaboración de las Administraciones y 
Resoluciones no aceptadas

1.10.3.1. Actuaciones de Oficio
Queja 20/7191, relativa a las medidas para la prevención y el control de la COVID-19 en el colectivo 

de temporeros de la aceituna.

1.10.3.2. Colaboración de las Administraciones
En el análisis de las cuestiones trasladadas a esta Defensoría relacionadas con la realidad migratoria 

de Andalucía hemos contado con la colaboración de la Administración Estatal, Subdelegaciones del 
Gobierno siempre que se le ha solicitado, atendiendo a nuestras peticiones en una plazo razonable.

En esta labor se ha requerido especialmente la colaboración e implicación de las Corporaciones 
Locales que nos han remitido los datos requeridos y atendido a nuestros técnicos siempre que se les 
ha solicitado.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-las-medidas-para-la-prevencion-y-el-control-de-la-covid-19-en-el-colectivo-de
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